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Legalidad institucional en crisis 

y autonomía de los pueblos 

México está enfrascado en engaños e ilusiones de muchos tipos. A la par 
de las pertinaces crisis (financiera, alimentaria, energética, climática, 
laboral), sufrimos también una crisis de la legalidad. De lo que conoce¬ 
mos como pacto social, lo que la gente invoca como derecho. 

Para un gran número de personas, la ley no tiene hoy credibilidad. 
Primero, porque es violada a diario; la población resiente la impunidad de 
las transgresiones que causan inmenso daño (despojos, devastación, des¬ 
trucción, envilecimiento, asesinato), así como la irresponsabilidad oficial 
y sus omisiones criminales. Otros más consideran que las leyes son insu¬ 
ficientes o están sesgadas, y que sus exigencias y aspiraciones no están 
reconocidas y sus derechos no están plasmados ahí. 

Buena parte de la institucionalidad jurídica del Estado está encamina¬ 
da a la aprobación y aplicación de preceptos que atentan contra las más 
vitales estrategias de la humanidad. Tales normas se van enredando, apa¬ 
lancándose entre sí hasta conformar un paquete legal sin resquicios para 
que la gente se defienda por cauces institucionales de normas, regulacio¬ 
nes, reglamentos, registros, certificados y “principios” que abren espacio 
a las corporaciones para hacer negocios sin consecuencias que afecten sus 
intereses. 

Junto con las corporaciones, los aparatos financieros y los organismos 
internacionales, el Estado mexicano trabaja por desfondar los aparatos 
jurídicos y crear otros encima o en los intersticios de la institucionalidad. 
El comercio, la cooperación técnica, la comunicación, la educación, la 
salud e infinidad de aspectos de la vida se inundan de tratados y acuerdos 
internacionales, bilaterales o multilaterales, que reinventan el paisaje de 
“las normas”: más al modo de los negociadores y sus clientes, y menos al 
de la población que no consigue reconocerse en lo que alguna vez fue el 
marco legal. La delincuencia organizada, que impone condiciones y dispo¬ 
siciones, se ha convertido en un sistema que ya no podría llamarse “para¬ 
lelo”. ¿Cómo fluirán comunidades e individuos con aspiraciones de justi¬ 
cia en esta espesura legal que les escatima existencia, importancia, incum¬ 
bencia y la posibilidad de recurrir a la legalidad para hacerse escuchar? 

Los ámbitos comunes se fragmentan, se secuestran, se privatizan, se 
confinan. Es considerado delito que los pueblos y las comunidades exi¬ 
jan derechos, defiendan sus territorios, que protesten por despojos, devas¬ 
taciones y daños. 

Los pueblos indígenas entienden que sus principios sencillos de conviven¬ 
cia (menospreciados en las grandes ciudades) son vastos, pertinentes, valio¬ 
sos. No es una idealización su apuesta por valorar la socialidad, devolver su 
valor a la palabra y a las acciones propias; tender, en fin, un puente entre 
palabras, acción y consecuencias, en un pacto social cultivado en común. 

Una nueva conciencia va creciendo: sigue vigente la visión campesina 
e indígena de los pueblos. Ella evidencia las contradicciones del sistema 
corporativo-industrial-financiero, su impertinencia o escasa eficacia, su 
tremenda injusticia. Cuanto más adquieren conciencia del horizonte 
actual de negación de derechos, la nocividad de muchas normas y la 
impunidad que nulifica la acción de leyes buenas, los pueblos y comuni¬ 
dades emprenden el camino propio de autonomía y autogobierno con una 
paradoja en la mano: se encuentran solos ante la ley, pero se saben juntos 
en la justicia, con todos los otros que son como ellos. 

La autonomía de los municipios rebeldes del sureste mexicano y los 
numerosos esfuerzos autogestionarios que pugnan por consolidarse en 
muchas partes del país, aislados y a contracorriente del sistema jurídico y 
político, pueden no tener permiso, pero saben bien que los asiste la razón. 
Son para México una esperanza más sólida que las veleidades de un balón 
sin cerebro y los mil patrocinadores del hipnotis¬ 
mo mediático que oferta olvido y resignación. 
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Walter Reuter en la raíz del 

viento 

D e pocos maestros de la fotografía mundial puede decirse que fueron 
testigos del siglo xx con la amplitud que lo fue Walter Reuter (Berlín, 
1906-Cuernavaca, 2005), con un compromiso social y político sostenido y 
una mirada a la vez tierna y poderosa, y una atención profundamente huma¬ 
na. Pasó en México la mitad de su vida, y es influencia ineludible de varias 
generaciones de foto-reporteros mexicanos. Un privilegio para nuestro país. 

Ningún tema humano le fue ajeno, pero la aportación más profunda y de 
largo aliento que dejó entre nosotros fue su registro de los pueblos indíge¬ 
nas, donde se dice que realizó al menos 35 mil fotografías. Colaboró con la 
principales revistas gráficas del medio siglo en México (Hoy, Nosotros, 
Mañana y Siempre ), y actualmente es reconocido a nivel mundial. 

Tras muchos años de investigación, en 2009 se publicó un amplio volu¬ 
men con su obra, Walter Reuter: el viento limpia el alma (edición del 
Archivo Fotográfico Walter Reuter, Lunwerg Ediciones y el Centro Cultural 
del México Contemporáneo), obra que “muestra el fascinante recorrido vital 
de Walter Reuter por la Europa fascista, los años de la España de la guerra 
civil, su experiencia en un campo de concentración en Argelia y el nuevo 
comienzo que supuso su llegada a México”. 

Y en la presentación que del libro hace el Centro Cultural del México 
Contemporáneo se enfatiza que “la visión de Walter Reuter nos recuerda 
que la humanidad ha sufrido grandes caídas y que ha logrado oponerse a la 
voluntad de dominio. Nos recuerda también también que la condición 
humana trasciende las nacionalidades y que siempre es posible encontrarnos 
en los demás. En la serie de fotografías que integran este libro reconocemos 
las trazas de la violencia y revivimos la indignación que es capaz de provo¬ 
car, pero, también, nos es posible acercarnos al goce del descubrimiento de 
otras formas de vida y al sosiego que produce ser acogido en otra tierra”. 

Ojarasca ya publicó una selección de esta obra en el número 155, y ahora 
tiene el honor de hacerlo nuevamente. 
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Contra los pueblos indígenas, 
la verdadera guerra 
del gobierno mexicano 

Un reporte especial 

Hace ya más dedoce años que los zapatistas y el Congreso Nacional Indígena denunciaron que existía 
una guerra de exterminio contra los pueblos de México. Los gobiernos de Ernesto Zedillo, Vicente Fox 
y Felipe Calderón, y sus vocingleras (cuando les conviene) cajas de resonancia lo negaron una y otra vez. 

No podía ser de otro modo: el régimen priísta-panista resulta responsable directo de dicha guerra, 
que sí lo es en el sentido más estricto y literal que el atribuido por el calderonismo a su “guerra ” contra 
el crimen organizado.El poder político y económico disputa a los pueblos originarios sus territorios, sus 
culturas, su derecho a la vida, y les niega la autonomía, la autodeterminación, los derechos culturales 
y políticos. Ante la abundancia de hechos graves registrados en la primavera de este año, el equipo editorial 
de Ojarasca elaboró el presente reporte, que simplemente registra los hechos más relevantes de esta 
ofensiva contra los pueblos en las recientes semanas. Seguramente nos quedamos cortos. 


Los paramilitares no existen (1): 
Oaxaca 

S obran elementos en Oaxaca para confirmar la 
existencia de grupos paramilitares en franca gue¬ 
rra contra comunidades triquis y mixtecas. Sus accio¬ 
nes criminales, sobre todo en la sierra Mixteca, se han 
recrudecido en meses recientes, bajo una consistente 
protección del gobierno estatal de Ulises Ruiz Ortiz. 
Ataques de grupos armados siempre con armas de uso 
exclusivo del Ejército, y en ocasiones uniformados de 
negro, sólo en mayo afectaron a comunidades enteras 
en Chalcatongo de Hidalgo y Zimatlán, además del 
mucho mejor conocido caso del municipio autónomo San 
Juan Cópala, sitiado desde hace medio año por un grupo 
armado del Partido Revolucionario Institucional (pri). 

El gobierno priísta de Oaxaca nunca ha aceptado la 
existencia de grupos paramilitares, del mismo modo 
que ocurre en Chiapas desde 1995. Así es la flagrante 
actuación de miembros de Unión de Bienestar Social 
de la Región Triqui (Ubisort) como grupo “civil” 
armado, entrenado y organizado, que mantiene sitiado 
San Juan Cópala a tiros, con la impávida anuencia 
gubernamental. El candidato priísta a gobernador, 
Eviel Pérez Magaña, rubricó la versión de Ruiz y dijo 
que es un conflicto que lleva 150 años, y nada de que 
hay paramilitares. 

Además de varios asesinatos recientes, en menos 
de un mes murieron emboscados por Ubisort la acti¬ 
vista Betty Cariño y el observador de paz Jyri 
Jaakkola (27 de abril), y luego fue ejecutado el líder 
del multi y parte el gobierno municipal autónomo 
bajo sitio de San Juan Cópala, Timoteo Ramírez, 
junto con su esposa Cleriberta Castro. Esto llamó la 
atención nacional e internacional, y una segunda cara¬ 
vana de paz intentó romper el cerco el 8 de junio. Pero 
no ha sido el único caso. El 5 de mayo, según el repor¬ 
tero Roger Valle, “más de 50 integrantes del grupo 
paramilitar que comanda Freddy Eucario Morales 


Arias bajaron de la comunidad de Los Reyes, sitiando 
La Paz y Reforma Chalcatongo”. El grupo colocó 
barricadas en los caminos, “dejando incomunicado a 
los pobladores, y ha amenazado con matar a los que 
pretendan salir”, declaró Isidro Jiménez, presidente de 
bienes comunales de Chalcatongo de Hidalgo. 

“Los paramilitares, con armas de alto poder, baja¬ 
ron de su comunidad realizando disparos al aire, tra¬ 
tando de sembrar el terror en La Paz y Reforma, lo 
que originó que los pobladores se encerraran en sus 
casas para evitar ser asesinados.” 

Los paramilitares, dijo Jiménez, “exigen la libera¬ 
ción de su líder preso Morales Arias, así como de 
Aurelia García García, detenida en días pasados acu¬ 
sada de asesinar a Epifanía Ruiz Ruiz en 1996, y que 
en caso de no dárseles la libertad, se estaría asesinan¬ 
do a los pobladores”. 

Fructuoso Román Mendoza Cortés, agente de poli¬ 
cía rural de La Paz, mencionó que “que los poblado¬ 
res temen ser asesinados durante la noche”. Por su 
parte Rufino Benítez Sánchez, del Centro de 
Derechos Humanos y Asesoría a Pueblos Indígenas, 
expuso: “En el paraje Los Reyes se encuentra refugia¬ 
do el grupo paramilitar. Las autoridades locales, esta¬ 
tales y nacionales han sido informadas de estos suce¬ 
sos mediante denuncias formales y peticiones”. 

L a Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ha otorgado medidas cautelares a 177 
personas de Santo Domingo Ixcatlán (municipio veci¬ 
no) “en grave situación de peligro por la amenaza que 
representa el grupo paramilitar que opera en dicha 
zona de la Mixteca Alta”. Esto evidencia “que en 
Oaxaca existen grupos paramilitares que cuentan con 
la protección del Estado, ya que actúan de manera rei¬ 
terada y cada vez más violenta, en total impunidad, sin 
que la procuración de justicia sea eficaz e imparcial”. 

Cabe mencionar que Chalcatongo, tierra natal de 
Ulises Ruiz, es un municipio mixteco que lo repudió 
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oficialmente en 2006. También que el cacique de 
Santo Domingo Ixcatlán, ex-edil y cabecilla paramili¬ 
tar, Morales Arias, es parte del grupo de protegidos 
del gobernador y los sucesivos secretarios de 
Gobierno. Como funcionarios, alcaldes o legislado¬ 
res, han asolado distintas regiones y municipios de 
Oaxaca. Chalcatongo y Santo Domingo son sólo un 
par de casos. Hay otros. 

El 29 de mayo los reporteros regionales Ricardo 
García y Roger Valle informaron que hombres enca¬ 
puchados y con armas de alto poder dispararon contra 
los pobladores de Zimatlán de Lázaro Cárdenas, tam¬ 
bién en la Mixteca, “generando terror”. La gente 
buscó refugio “para no ser el blanco de los disparos 
que dejaron heridos y varias casas quemadas”. 

Nicanor Jiménez García, suplente del agente muni¬ 
cipal de Zimatlán dijo que más de 150 personas “fuer¬ 
temente armadas y vestidas de negro” atacaron a la 
población: “Los disparos provienen de los cerros que 
rodean a la comunidad”. Aquí también la población se 
vio obligada a buscar refugio para no ser blanco de los 
paramilitares apostados en los cerros”. En las escuelas 
se suspendieron las clases. 

Los más de 150 paramilitares que han rodeado 
Zimatlán pertenecen a la comunidad San Sebastián 
Nopalera. El gobierno estatal, al tanto de la situación, “no 
da respuesta al problema, lo que pone más tensión, y los 
pobladores temen que durante la noche los paramilitares 
bajen de los cerros e inicien ejecuciones”. 

Una explicación posible de este recrudecimiento 
está en el actual proceso electoral, que para estos polí¬ 
ticos profesionales significa el Aleph: ganar, ganar, 
ganar elecciones cueste lo que cueste. El verdadero 
trasfondo de este ensañamiento con los pueblos es la 
intención del poder de arrebatar sus tierras a los indí¬ 
genas. En ellas existen recursos minerales y foresta¬ 
les, tierras de cultivo, o habrán de transformarse en 
autopistas. En Oaxaca, Chiapas, Guerrero o 
Michoacán, los paramilitares atacan donde hay agua, 
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potenciales polos turísticos, o también potenciales rutas 
para el narco y los polleros. 


Una temporada de abusos 

S egún el informe en 2010 de Aministía Internacional 
(ai) El estado de los derechos humanos en el mundo, 
“en México aumentaron las denuncias por desaparición 
forzada, ejecuciones extrajudiciales, detenciones arbitra¬ 
rias, tortura, malos tratos y uso excesivo de la fuerza, per¬ 
petrados por miembros del Ejército en tareas policiales y 
por policías federales, estatales y municipales”. 

Amnistía Internacional añade: “Familiares y víctimas 
que intentaron denunciar a militares fueron amenaza¬ 
dos, y las autoridades gubernamentales se negaron a 
reconocer la magnitud de los abusos o la impunidad de 
éstos”. Además, continuaron los asesinatos y secuestros 
de mujeres y niñas en Ciudad Juárez, donde hubo 35 
desaparecidas el año pasado, y en Chihuahua se denun¬ 
ciaron decenas de abusos sexuales y secuestro. “Bandas 
de delincuentes secuestraron a miles de migrantes, 
mataron a algunos y violaron a mujeres. Doce periodis¬ 
tas fueron asesinados, y algunos activistas resultaron 
víctimas de acoso, homicidio y cargos penales falsos”. 


Sierra Huichola: 

despojo y destrucción del bosque 

U n ejemplo de cómo se desfonda la institucionalidad 
es el programa de “Focos rojos” de la Secretaría de 
la Reforma Agraria, que estableció mecanismos de retri¬ 
bución (o “indemnización” injustificada) a quienes por 
años invadieron tierras con lujo de violencia. Ya habían 
perdido los litigios en tribunales agrarios. En la Sierra 
Huichola, por citar un caso, se instauró el sinsentido 
jurídico de arreglar por fuera de la ley lo que los tribu¬ 
nales agrarios debían resolver (o ya habían resuelto). 
Ello restó autoridad a los tribunales y afianzó a caciques 
(“poderes fácticos”), que recibieron una inyección en 
efectivo para operar, sin que ningún tribunal pueda 
impedirlo. 

Los principales afectados son los huicholes y sus 
asambleas. Ahora deben demostrar nuevamente que son 
las legítimos dueños del territorio invadido. En los polí¬ 
gonos que “sobran” cuando las brigadas institucionales 
hacen mediciones, literalmente “inventan tierra donde 
no hay” o permiten “indemnizar” a invasores que sólo 
rentaban, y que las comunidades ya habían corrido. Las 
asambleas se enfrentan a caciques, incrustados en las 
propias comunidades, que promueven la venta del bos¬ 
que antiguo, sagrado para los wixaritari: Maye Niuhue, 
el corazón de la Sierra. Según Semarnat, existen allí 22 
especies en peligro de extinción. Hasta 2000, la comuni¬ 
dad de San Sebastián (Jalisco) resistió la tala y frenó al 
invasor Francisco Quintanilla y su empresa Triplay y 
Maderas del Norte. Ahora, el comisariado de bienes 
comunales accedió a la tala de Maye Niuhue, a los pre¬ 
cios ridículos (475 pesos el metro cúbico de madera en 
pie) que paga el empresario duranguense Enrique 
Adame, quien en la más reciente asamblea propuso de 
nuevo que los wixaritari hicieran tratos con Francisco 
Quintanilla. 

Y mientras se malbarata el bosque sagrado en San 
Sebastián, sin que los comuneros tengan vías legales para 
evitarlo, en Bancos de San Hipólito (Durango), el Ejército 
federal irrumpió el 2 de junio en los campamentos de lim¬ 
pieza ambiental de la comunidad, instalados para aprove¬ 
char, con permiso de Semarnat, un millar de árboles caí¬ 
dos por las tormentas y nevadas de meses anteriores. Las 
tropas federales decomisaron ¡tres rifles .22! 

De igual manera, el 29 de mayo habían sido “desar¬ 
mados” en Jalisco cazadores wixaritari de San José 
Hayukarita, en la comunidad de San Andrés Cohamiata, 
y de Ciruelillo, en Santa Catarina Cuexcomatlán. Lo 
mismo ocurrió en Ciénega de los Osos, dentro del terri¬ 
torio tepehuano de Santa María Ocotán, (Durango). En 
todos los casos, esto representa un hostigamiento a los 
trabajos ceremoniales indígenas. 
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Los paramilitares no existen (2): 
Ostula 

n Santa María Ostula, en la costa nahua de 
Michoacán, la situación es descrita así por la Red 
de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los 
Derechos para Todas y Todos: Las comunidades enfren¬ 
tan “una serie de ataques por parte de grupos paramili¬ 
tares, en represalia ante la recuperación el 29 de junio de 
2009 de mas de mil hectáreas invadidas hace 40 años 
por supuestos pequeños propietarios de La Placita”. Ese 
mismo día, 200 comuneros desarmados fueron atacados 
por paramilitares con rifles AK 47. 

El pasado 23 de febrero, Gerardo Vera Orcino y 
Javier Martínez Robles fueron desaparecidos por un 
comando armado mientras se encontraban en un restau¬ 
rante del municipio de Aquila. El 20 de abril, un coman¬ 
do paramilitar fuertemente armado de aproximadamente 


20 personas sitió la casa del presidente del comisariado 
de Bienes Comunales, Francisco de Asís Manuel, a 
quien secuestró y llevó “con rumbo desconocido”. 

El 7 de mayo, unos 150 encapuchados, portando 
armas de alto poder, incursionaron en la cabecera 
comunal de Ostula, y la encargatura de El Faro en la 
comunidad de Coire, “con el objetivo de sembrar el 
terror en la población y tratar de secuestrar a un comu¬ 
nero, transitado después por la carretera federal con 
absoluta impunidad”. 

La Red también subraya la impunidad con que ope¬ 
ran estos grupos en la zona, donde hay una fuerte pre¬ 
sencia del Ejército federal, la Armada y el grupo antise¬ 
cuestros de la Procuraduría General de Justicia de 
Michoacán, “por lo que resultan alarmantes la situación 
y la omisión de las autoridades”. 

Desde junio de 2009 han sido violentamente asesina¬ 
dos ocho comuneros nahuas de Ostula, Coire y Pómaro 


“sin que los crímenes hayan sido investigados por algu¬ 
na autoridad gubernamental, a pesar de que la comuni¬ 
dad ha denunciado en varias ocasiones la presencia de 
poderosos cárteles de droga, que gozan de una comple¬ 
ta impunidad y que se han puesto al servicio de los 
supuestos pequeños propietarios para atacar a la pobla¬ 
ción indígena”. 

Desde meses atrás, el Congreso Nacional Indígena 
(cni) ha venido denunciando lo que ocurre en Ostula y 
sus comunidades hermanas. 

En medio de una conflictiva agraria causada por el 
propio gobierno, la Red señala que esta situación se da 
“en medio de una fuerte presión para imponer ambicio¬ 
sos proyectos trasnacionales que no han sido consulta¬ 
dos con las comunidades nahuas, como el Plan Regional 
para el Desarrollo Turístico Integral de la Costa de 
Michoacán, la nueva carretera Coahuayana-Lázaro 
Cárdenas y proyectos mineros”. 



Minería brutal: 

el proyecto de los depredadores 

L as corporaciones echan mano de la manga ancha de 
la jurisdicción nacional como ventaja comparativa 
para la inversión extranjera. Por eso les funciona “libe¬ 
rar zonas consideradas estratégicas para desarrollar sus 
megaproyectos, desplazando a las poblaciones indíge¬ 
nas, campesinas”, muchas, comunidades en resistencia, 
de acuerdo al informe del Centro de Investigaciones 
Económicas y Políticas de Acción Comunitaria (cíe- 
pac), Integración para el despojo: el proyecto 
Mesoamérica, o la nueva escalada de apropiación del 
territorio (3 de junio). 

“El reordenamiento territorial consiste en despejar 
regiones de alto interés para las transnacionales y los 
proyectos de gobierno, desplazando a las poblaciones 
por medio de la migración forzada o concentrándola en 
núcleos urbanos, como el programa gubernamental 
Ciudades Rurales Sustentables en Chiapas. De este 
modo, regiones con alta concentración de recursos que¬ 
darán disponibles para las empresas en alianza con los 
gobiernos. 

“La consigna parece ser ‘limpiar el terreno’, arrasar 
el modo de vida campesino-indígena para dar lugar al 
‘desarrollo’”. El informe apunta “dos maneras de apli¬ 
car esta lógica de reordenamiento territorial para el des¬ 
pliegue del capital”. Una coercitiva, por medio del des¬ 
alojo, la militarización o paramilitarización de las 
comunidades. “Otra, más silenciosa, propiciando condi¬ 
ciones para el desplazamiento forzado de la población” 
por la migración o “reacomodo en centros urbanos”. 

Así, “la privatización y venta de tierras comunales y 
la instauración de megaproyectos abonan el abandono 
del campo”. Para miles de personas, su modo de vida 
campesina “no encuentra cabida frente al saqueo del 
territorio”. Lo que subyace es un “cambio de uso de 
suelo”. La milpa y la comunidad se hacen a un lado y 
dan paso a proyectos ecoturísticos, carreteras, represas, 
monocultivos, agrocombustibles y mineras, siempre 
bajo el disfraz del desarrollo y el combate a la pobreza”, 
concluye ciepac. 

N adie más rampante que las mineras. 

Paramilitarización, desplazamiento, emboscadas y 
terror acompañan a muchos de los proyectos mineros, 
que —según el investigador Andrés Barreda— “pasaron 
de la perforación de túneles a la minería a cielo abierto, 
que entraña un despanzurramiento de la región en pos de 
mucho menores cantidades de mineral, a cualquier costo 
social y ambiental”. 

Un caso ejemplar es la Minera San Xavier, en San 
Luis Potosí. Aunque el tribunal federal de justicia fiscal 
falló contra sus operaciones, sigue funcionando. Juan 
Carlos Ruiz Guadalajara explica (nota de Angélica 
Enciso, La Jornada , 28 de abril): “Ahora la compañía 
canadiense labora sin permiso ambiental y argumenta 
que lo hace al amparo de la norma oficial mexicana 155 
de la Secretaría de Medio Ambiente, la cual determina 
los requisitos para los sistemas de lixiviación de mine¬ 
rales. La minera, en una zona semidesértica, utiliza dia¬ 
riamente 32 millones de litros de agua, mezclados con 
16 toneladas de cianuro, líquido que no podrá ser reuti¬ 
lizado”. 

La empresa declara que existe medio gramo de oro 
por cada tonelada de corteza terrestre. “Con ese método 
de explotación a tajo abierto, cuesta 180 dólares una 
onza de oro, la cual, posteriormente, vende en mil 200 
dólares. Por cada 28 gramos de oro, se destruyen 56 
toneladas de montaña”. 

Ya en mayo de 2007, La minería canadiense en 
México: violencia hecha en Canadá, documento del 
autor colectivo Mandeep Dhillon, afirmaba: “El debilita¬ 
miento de los derechos laborales y el amordazamiento de 
los movimientos sociales son requisitos para que prospe¬ 
ren los proyectos mineros en México. Los informes de la 
industria minera no dejan lugar a dudas. La ‘estabilidad 
política’ que mencionan los informes de las empresas 
canadienses y del gobierno no es la estabilidad social 
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sino el control de los movimientos con mano dura, de la 
militarización del campo y el desplazamiento de las 
comunidades locales” tal como se dan actualmente en 
México. Esto permite “la implementación y protección 
de las inversiones corporativas. Oaxaca cuenta con 
abundantes recursos naturales que han estado en la mira 
de las empresas extranjeras durante años”. 

Continuum Resources, de Vancouver, tiene 10 pro¬ 
yectos en Oaxaca, en más de 70 mil hectáreas, y “conso¬ 
lida su dominio en terrenos aun mayores”. En septiem¬ 
bre de 2006, la empresa Chesapeake Gold Corp. anunció 
haber cedido en Oaxaca casi la totalidad de dos proyec¬ 
tos a Pinnacle Mines. “La Horseshoe Gold Mining, 
adquirió 60 por ciento de las acciones de Almadén’s 
Fuego, en Oaxaca. La Linear Gold Corp de Halifax tam¬ 
bién es dueña de un proyecto minero en marcha”. 

El intento de doblegar al municipio autónomo triqui 
de San Juan Cópala aplica el mismo esquema de para- 
militarización-desplazamiento de las compañías mine¬ 
ras. Irónicamente, Betty Cariño, caída en el ataque a la 
caravana de solidaridad que se dirigía a Cópala en abril, 
era una activista contra la minería. 


Desalojos “ecológicos” 
contra la autonomía comunitaria 

E l 26 de mayo, el Centro de Derechos Humanos Fray 
Bartolomé de las Casas presentó un informe sobre 
las situación de las garantías de los pueblos de Chiapas 
en el último año. Sus hallazgos son aplicables a todos 
los procesos de autodeterminación y autonomía que se 
desarrollan actualmente en México, “demuestran que la 
autonomía es un camino que se construye, reinterpreta y 
resignifica en el arraigo y el desarrollo de las culturas 
propias; se edifica sobre la reflexión y el ejercicio de los 
derechos colectivos, siendo la creación de un mundo al 
servicio de la vida uno de sus fundamentos, en contra¬ 
posición a la lógica capitalista y de desarrollo, basada en 
la sobreexplotación de pueblos y recursos naturales”. 

Planes como el Proyecto Mesoamérica, que promete 
infraestructura, inversión turística y empleo con apoyo 
militar, “constituyen la continuidad de una política de 
despojo, esclavitud y exclusión que no valora la vida 
humana ni la naturaleza”. El gobierno, considera el 
Frayba, pretende despojar de la tierra a los pueblos, “lo 
cual supone la venta de la gran diversidad biológica y 
cultural, en beneficio de inversionistas internacionales y 
nacionales”. 

La Secretaría de la Reforma Agraria y la 
Procuraduría Agraria “fomentan conflictos” en dife¬ 
rentes regiones. Por ejemplo, “otorgando tierras recu¬ 
peradas por los zapatistas a peticionarios afines al pro¬ 
yecto de privatización, valiéndose de grupos como la 
Organización Para la Defensa y los Derechos Indígenas 
y Campesinos (Opddic)”. 

En Chiapas (como en Oaxaca, Guerrero, Michoacán 
y Jalisco, entre otros), “los gobiernos federal, estatales y 
municipales utilizan la procuración de justicia y los 
medios de comunicación para criminalizar las resisten¬ 
cias a su propósito de control y explotación de los recur¬ 
sos naturales”. La represión contra los pueblos que his¬ 
tóricamente poseen la tierra “ha aumentado”. 

La estrategia de despojo pretende imponer “la políti¬ 
ca económica neoliberal, para lo cual se fomentan con¬ 
flictos al interior de las comunidades”. Sin embargo, los 
pueblos indígenas se organizan, movilizan y ejercen su 
derecho al territorio”. 

Ante las luchas a nivel nacional contra el calenta¬ 
miento global y por la protección ambiental, los gobier¬ 
nos estatales promueven presuntas alternativas “ecoló¬ 
gicas y sociales”, como agrocombustibles y maíz trans- 
génico. Apoyan el monocultivo argumentando que es 
“una oportunidad para el desarrollo de las comunidades 
más pobres”. 

El cultivo de maíz transgénico se inserta en una 
estrategia de control sobre la soberanía alimentaria. El 
objetivo consiste en que los pueblos dependan de las 
transnacionales para su sobrevivencia y se inserten en la 
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lógica consumista. Esto representa un peligro para el 
medio ambiente y los derechos fundamentales. 

El gobierno mexicano continúa practicando el 
“desplazamiento interno”, confirma el Frayba. El 21 y 
22 de enero fueron desalojadas de Montes Azules las 
comunidades El Suspiro y Laguna San Pedro, ésta 
última de bases zapatistas pertenecientes al caracol de 
La Garrucha. Y el 2 de mayo, la junta de buen gobier¬ 
no de La Realidad denunció la intención oficial de 
nuevos desalojos que afectarían, entre otros, a bases 
del ezln que ejercen su derecho a habitar la selva 
racional y legítimamente. 

Ante las demandas de autonomía de la población 
indígena, “el Estado se limita a ofrecer subvenciones 
paternalistas, mediante programas que crean depen¬ 
dencia para el control político y contrainsurgente”. La 
libre determinación “implica que los pueblos asuman 
el control de su territorio y la procuración de justicia, 
y ejerzan formas de autogobierno para definir su pro¬ 
pio modelo de desarrollo económico y el uso de los 
recursos de sus territorios”. 

A miles de kilómetros, en el extremo norte del 
país, el 19 de mayo, las fuerzas armadas detuvieron en 
el mar de California a los pescadores cucapá Emilio 
Hurtado Valenzuela y Juan Antonio Guerra Hurtado, 
por llevar en su panga una totoaba de 12 kilos. El 
ministerio público los consignó por, presuntamente, 
pescar en la zona núcleo de la Reserva de la Biosfera 
Alto Golfo de California-Delta del Río Colorado, 
donde los cucapá han vivido y trabajado durante 
siglos. 

El juez José Avalos Cota dictó auto de formal pri¬ 
sión a los indígenas, sin derecho a fianza, “como si 
fueran criminales”, como lo expresaron sus hermanos 
cucapá. Ahora podrían alcanzar penas de hasta nueve 
años por pescar en sus costas ancestrales. 

Del mismo modo, los peregrinos wixaritari enfren¬ 
tan amenazas equivalentes en Virikuta (Desierto de 
Coronado, en San Luis Potosí), territorio sagrado que 
durante siglos han sabido cuidar mucho mejor que las 
voraces autoridades “legales”, corroídas hoy por la 
corrupción. 

Los paramilitares no existen (3): 
Chiapas 

E n Chiapas, los paramilitares “no existen” desde 
1995. Ni siquiera fueron reconocidos por el 
gobierno tras la masacre de Acteal en 1997. Mucho 
menos en la ola criminal desatada por Paz y Justicia 
en la zona chol. La actuación de esos u otros grupos 
contrainsurgentes contra las bases de apoyo de 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional y sus muni¬ 
cipios autónomos se ha sucedido desde entonces. 

Alrededor de 2000, diversas ramificaciones de la 
Opddic —agrupación priísta, como todos los grupos 
contrainsurgentes armados en México—, han prota¬ 
gonizado agresiones contra comunidades de los muni¬ 
cipios autónomos San Manuel, Comandanta Ramona 
y Ricardo Flores Magón, cuando menos. 

El pasado 10 de mayo, la junta de buen gobierno 
del caracol de La Garrucha denunció la desaparición 
de nueve indígenas, bases de apoyo del ezln, y de 
cinco más, “detenidos” en el ejido Peña Limonar por 
miembros de un grupo armado, de corte paramilitar, 
responsable de dos asesinatos en la comunidad de 
Amaytik en 2002. En marzo, estos “asesinos” habían 
ocupado por la fuerza tierras de Amaytik, en el muni¬ 
cipio autónomo Ricardo Flores Magón. 

La junta El Camino del Futuro destacó que las 
bases zapatistas “son perseguidas por la seguridad 
pública y los paramilitares, cerrando todos los pasos y 
entradas en los caminos para vigilar qué hacen y a 
dónde van los compañeros, y los asesinos tranquila¬ 
mente paseando”. 

Las mujeres, “en sus entradas y salidas de la comu¬ 
nidad”, se encuentran amenazadas por los paramilita¬ 
res, que además “quieren desalojar” el poblado. El 


grupo paramilitar ha sido vinculado por la propia 
junta a la Opddic. 

De esta manera, las mismas autoridades guberna¬ 
mentales que han solapado a los asesinos durante 
ocho años, detuvieron sin motivo a cinco campesinos 
zapatistas, y los entregaron a la policía, que los con¬ 
dujo a la cárcel para “ser procesados”. Fueron libera¬ 
dos el 12 de mayo, pero la amenaza paramilitar en 
Amaytik y otras comunidades zapatistas y de la Otra 
Campaña en Chiapas sigue en pie. 

En un episodio más, el 12 de marzo Opddic ame¬ 
nazó con atacar la comunidad zapatista Casa Blanca, 
o Santo Domingo, perteneciente al caracol 
Resistencia Hacia un Nuevo Amanecer, en La 
Garrucha. Y en Bolón Ajaw, municipio autónomo 
Comandanta Ramona, el 9 de febrero hubo un ataque 
armado de ejidatarios de Agua Azul, identificados 
desde hace años como “opdiqueros”, y que a fines de 
enero habían invadido tierras de la comunidad autóno¬ 
ma sobre las cuales no pueden invocar ningún dere¬ 
cho, pues son tierras recuperadas por los zapatistas. 

Sin embargo, y como siempre, los paramilitares 
“no existen” en los territorios chiapanecos intensa¬ 
mente militarizados desde el gobierno de Ernesto 
Zedillo, no tanto para combatir militarmente a los 
zapatistas (no hasta ahora) como para implementar 
una amplia estrategia contrainsurgente que ha inclui¬ 
do sistemáticamente grupos civiles armados. 
Paramilitares, o bien bandas criminales, “leales” al 
Ejército, las policías y el gobierno estatal. 


Coda: El cerco de Cópala, 
una vergüenza nacional 

E l desenlace, si se le puede llamar así, de la segun¬ 
da caravana de solidaridad que se dirigía a San 
Juan Cópala el 8 de junio, confirma que el gobierno 
de Ulises Ruiz puede hacer, o permitir que se haga 
cualquier cosa en Oaxaca sin que pase nada. El terri¬ 
torio triqui es el escenario donde el Estado mexicano 
libra hoy mismo una batalla más de su guerra contra 
los pueblos. 

Conformaban el frustrado cortejo centenares de 
personas, en 20 autobuses. Indymedia registró entre 
los participantes a miembros del municipio autónomo 


triqui sitiado, la Otra Campaña, diputados del prd y 
pt e integrantes del movimiento indígena nacional. De 
AMAP, MAIZ, Ucizoni, FIOB, SME, fnic, rmalc; de la 
iglesia católica; grupos de derechos humanos y 
ambientalistas del df, Michoacán, Oaxaca, Chiapas, 
Guerrero, Veracruz. Decenas de comunicadores de 
medios alternativos y comerciales. Observadores de 
varios países europeos. 

La policía estatal, que presuntamente los venía 
protegiendo, les impidió llegar a su destino, argumen¬ 
tando que no podía comprometerse a defenderlos, no 
había condiciones. 

En la cercanía de San Juan Cópala, Ubisort blo¬ 
queaba el paso con grandes rocas trasladas por maqui¬ 
naria pesada. Una concentración de indígenas priístas, 
encabezada por su líder Rufino Juárez y decenas de 
hombres armados, esperaba a la caravana para impe¬ 
dirle el tránsito. 

A la entrada del paraje Agua Fría, la procuradora 
general de Justicia del estado, María de la Luz 
Candelaria Chiñas, comunicó a los caravaneros que la 
“condición” que puso Rufino Juárez, dirigente de 
Ubisort, para dejarlos pasar “es que también dialo¬ 
guen con ellos” (El Universal, 9 de junio). 

Defensores de derechos humanos señalaron de que 
no se podía dialogar con una persona que está señala¬ 
da en una averiguación previa como responsable de la 
emboscada, “y no hay siquiera una orden de presenta¬ 
ción”. La procuradora se zafó replicando que existen 
órdenes de aprehensión para militantes de las tres 


organizaciones de la zona triqui (mult, Ubisort, 
multi), pero no se ejecutan porque “no queremos ver- 
nos como un Estado represivo y creemos que la ayuda 
de ustedes puede coadyuvar al diálogo”. 

La caravana humanitaria dio marcha atrás, según 
informó el propio secretario general de Gobierno, 
Evenció Nicolás Martínez Ramírez. 

Y que en el paraje La Pavimentada, última desvia¬ 
ción hacia San Juan Cópala, se escucharon disparos 
de arma de fuego. 

Convertido además en botín electoral de los parti¬ 
dos, el municipio autónomo de San Juan Cópala lleva 
meses secuestrado a punta de cañón, ante los ojos del 
mundo. ¿Alguien dijo paramilitares? 
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Recibe Buenos Aires a los indígenas 
que nadie ha querido ver 


E l 20 de mayo, la capital de Argentina recibió una histórica 
movilización de miles de indígenas que recorrieron diez pro¬ 
vincias hasta la Plaza de Mayo, la denominada Marcha por 
el Chapaq Ñam. Es la primera vez que llegan así los pueblos indíge¬ 
nas al centro del poder político del país. Sus reclamos son los mis¬ 
mos de siempre: tierra, rechazo a las empresas que los desalojan, 
respeto a su cultura ancestral y justicia por los atropellos pasados y 
presentes. “La tierra robada será recuperada”, corearon las comuni¬ 
dades indígenas, que en sus discursos denunciaron el rol extractivo 
y contaminante de las compañías mineras, agropecuarias y petrole¬ 
ras, y también a la dirigencia política “que por acción u omisión per¬ 
mite nuestra opresión”. 

La marcha fue impulsada por la Confederación Mapuche de 
Neuquén, la Unión de los Pueblos de la Nación Diaguita de 
Tucumán, Kollamarka de Salta y el Consejo de Autoridades 
Indígenas de Formosa. También participó el Movimiento Campesino 
de Santiago del Estero (Mocase-Vía Campesina) y contó con el 
apoyo de la organización Tupac Amaru. 

“Los grandes negocios de las empresas arrasan nuestras tierras y 
se llevan nuestra vida”, expresó Félix Díaz, pilagá de La Primavera 
de Formosa. 

“Caminando por la verdad, hacia un Estado plurinacional”, fue 
la consigna de la marcha, iniciada el 12 de mayo en Jujuy, Misiones 
y Neuquén, que atravesó diez provincias y contó con la presencia de 
los pueblos kolla, mapuche, qom-toba, diaguita, lule, huarpe, wichí, 
mocoví, guaraní, vilela, sanavirones y guaycurú. Elias Maripan, de 
la Confederación Mapuche de Neuquén, arengó: “Los pueblos ori¬ 
ginarios están de pie, dignos y conscientes de sus derechos”. 

Argentina reconoce hoy una población de 600 mil indígenas, 
aunque otras estimaciones hablan de cerca de dos millones, pertene¬ 
cientes a 30 pueblos. En 1990, oficialmente no existía ninguno. 

Las columnas que convergieron en Buenos Aires demandaban 
reconocimiento inmediato y restitución de sus tierras, el derecho a la 
consulta sobre los hechos y acciones que los afectan, y la aplicación 
de la ley de emergencia territorial. También, reconocimiento de sus 
lenguas como idiomas oficiales, planes de estudio interculturales, 
así como universidades e institutos de formación indígena. 

David Sarapura, de la Coordinadora de Organizaciones Kollas 
Autónomas (Kollamarka, de Salta), aclaró que la marcha “no es para 
festejar el Bicentenario, marchamos para demostrar que estamos 
vivos, que somos los antiguos pobladores de esta tierra y que hemos 
resistido y seguiremos resistiendo”. 

La presidenta Cristina Fernández de Kirchner recibió a una trein¬ 
tena de delegados durante una hora. Según Jorge Nahuel, de la 
Confederación Mapuche, propuso una agenda de trabajo para la pri¬ 
mera quincena de junio. “Dijo que está de acuerdo en muchos pun¬ 
tos, y en otros para nada. Suponemos que no comparte nuestro 
rechazo a la minería, las petroleras y empresas que saquean y conta¬ 
minan nuestros territorios”. 

En 2007, una investigación del diario Página/12 reveló que exis¬ 
ten al menos 8.6 millones de hectáreas en conflicto entre comunida¬ 
des indígenas y multinacionales mineras, estados provinciales y 
nacional, propietarios multimillonarios (y algunos menos acaudala¬ 
dos), empresarios turísticos, plantas de celulosa, empresas soyeras, 
universidades nacionales y un sistema político y judicial que desobe¬ 
dece las leyes. En la misma línea, un trabajo de la Red Agroforestal 
Chaco Argentina (Redaf) aportó datos inéditos: cinco millones de 
hectáreas en conflicto, casi 600 mil personas afectadas, donde los 
sectores privado y estatal son los principales opositores de los cam¬ 
pesinos e indígenas. El informe demuestra que la mayor conflictivi- 
dad comenzó hacia 1990, con el avance de la soya sobre el norte del 
país. 

Las organizaciones han estado divididas y hasta enfrentadas 
durante mucho tiempo. Jorge Nahuel aseguró que ahora los pueblos 
indígenas están “movilizados, se hacen escuchar y tienen una forta¬ 
leza mayor que hace décadas”. 

(Con información de Darío Aranda, corresponsal del periódico mapuche 
Azkintuwe de Chile y reportero de Página/12 en Argentina). 
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Por un Estado plurinacional argentino 


“En breve se cumplen doscientos años de his¬ 
toria de luchas por una independencia verda¬ 
dera. Esto habla de prolongadas y constantes 
contradicciones entre las variadas pero persis¬ 
tentes búsquedas independentistas, general¬ 
mente con soporte de protagonismo popular y 
los esfuerzos reiterados de las élites del poder 
económico y financiero local/trasnacional, 
para sostener el país semicolonial dependien¬ 
te. En los conflictos que estas contradicciones 
han generado en el recorrido histórico, rara 
vez los pueblos originarios y sus derechos 
han sido visibles como actores plenos. 

“La marcha de los pueblos guaraníes, 
omaguacas, coyas, huarpes, mapuches, lon- 
kos, tobas, mocovíes, wichís, pilagás entre 
muchos, hace inmediatamente visible que la 
nacionalidad argentina es esencialmente plu¬ 
ral y, consiguientemente, multicultural. 
Aunado a esto, abre caminos para que esa 
diversidad de nacionalidades y culturas se 
exprese en lo que deberá ser una nueva confi¬ 
guración del Estado y del derecho, redefinien- 
do las ciudadanías y el ‘ser nacional’ desde la 
dimensión intercultural. 

“Los excluidos no reclaman inclusión 
sino reconocimiento, justicia, trato equitati¬ 
vo, horizontalidad en las relaciones. Por eso 
no se trata de incluir, sino de construir, desde 
abajo, un Estado nuevo, plurinacional e 
intercultural. 

“Los pueblos que marcharon desde este 
12 de mayo, anudan su propuesta de Estado 


plurinacional a su cosmovisión, que no con¬ 
sidera a la naturaleza como objeto, que no 
contrapone humanidad y naturaleza para 
explotarla y servirse de ella, sino que se pro¬ 
pone cuidarla, vivir en equilibrio con ella, 
como parte que somos de un mundo humano- 
natural. Llaman con fuerza vital a la protec¬ 
ción del medio ambiente y al cuidado de la 
biodiversidad para detener la deforestación, 
la extensión de la soya, el saqueo de la mine¬ 
ría y el derretimiento de los glaciares, y a la 
protección de las tierras comunitarias. 

“El planteamiento de los pueblos origina¬ 
rios, a la vez que demanda reparación ante 
una injusticia histórica, es profundamente 
cuestionador de la civilización actual que se 
apoya o tolera el saqueo, la destrucción, la 
exclusión y la muerte. Convocan a la búsque¬ 
da colectiva de una nueva civilización y apor¬ 
tan elementos para ella. 

“Es hora, increpan desde las entrañas de la 
Tierra los pueblos originarios, de abrir paso a 
la vida, al reconocimiento efectivo de la plu¬ 
ralidad de nacionalidades, culturas, identida¬ 
des y plantearse nuevas formas de interrela¬ 
ción equitativa y en paridad. Esto constituye 
el soporte para una democracia y ciudadanía 
nuevas, transformadas y reconstruidas desde 
la raíz.” 

Isabel Rauber en Por un Estado plurinacional, 
intercultural, raizalmente democrático , Alai 
Amlatina, 18 de mayo. 
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Lecciones 
de amistad 
y solidaridad 


Elicura Chihuailaf 


preocupa el Planeta, creando y cons¬ 
truyendo desde la diversidad para la 
justicia y la dignidad de las personas 
y de los Pueblos”. 

Recordamos también que “la 
Red de Comunicadores Mapuche de 
Wallmapu ha decidido en conjunto 
con nuestro hermano Richard 
Curinao, solicitar a instancias inter¬ 
nacionales su pronunciamiento res¬ 
pecto a la persecución de la que es 
objeto producto de las fantasiosas 
investigaciones del Fiscal Sergio 
Moya”. En febrero “fue detenido por 
agentes policiales del Estado en su 
lugar de trabajo y requisado el disco 
duro de la computadora de allí, 



E s la primera tarde de sábado 
de abril, de la estación que 
más me agrada (mi exterior/ 
interior): el otoño/la Luna de los 
Brotes Cenicientos. Estamos en 
Kechurewe, disfrutando de su tran¬ 
quilidad, mas también viviendo 
ahora la desazón de caminar por 
nuestra casa Azul averiada por el 
terremoto, sin poder dormir ni des¬ 
cansar en ella después de décadas. 
Es como un exilio, una pérdida, es 
como no poder abrazar a la mujer/a 
la persona que se ama. 

Los rayos de Sol y de Luna que 
iluminan las ventanas y se deslizan 
por el piso de madera nativa son 
como heridas cuyos labios se abren 
dividiendo mi espíritu. No deseo 
pensar, pero ahí nacieron mis her¬ 
manas y mis hermanos y yo; pero 
ahí en el centro del comedor estuvie¬ 
ron los cuerpos inertes de mis abue¬ 
los, de mi tía María y de mi herma¬ 
no Carlitos, preparándose para su 
último viaje, consolados —como 
nosotros— por las flores de los can¬ 
tos sagrados de nuestra Gente; pero 
han estado también ahí jugando mis 
hijos y mis hijas. Pertenecemos a un 
planeta de vida y todo puede cam¬ 
biar en un segundo. 

Es noche, con mi hijo Gonzalito 
íbamos de vuelta a la ciudad; se 
había puesto a andar el siempre mis¬ 
terioso viento puelche (Gente que 
viene del Este) y nuestro vehículo, 
sin más aviso que la disminución del 
voltaje de la luz, se quedó sin ningu¬ 
na posibilidad de seguir avanzando 
en la carretera. ¿Jenny, mi Chiquita, 
qué hacemos? ¿Malen, qué hace¬ 
mos? ¿Caui, qué hacemos? Nuestra 
Gaby sueña al otro lado del océano. 
Toñi y Paulito duermen ya con su 
ternura de niños. Reconociendo mi 
inutilidad en las cosas prácticas de 
este mundo, cada problema es un 
abismo. 

A través del celular, mi amigo 
Juan Carlos Barra me dice: 
“Tranquilos, estaré allí en quince 
minutos”. El viento puelche se lleva 
mi sombrero y la señal. Viene a mi 
memoria Panait Istrati y su Los car¬ 
dos del Baragán que —en mi ado¬ 
lescencia— leí tendido sobre mi 
cama mientras este mismo puelche 
golpeaba —cargado de Sueños—el 
zinc y las maderas de nuestra casa. 
En Cuneo nos recibe el abrazo 


siempre cariñoso de Cecilia, la com¬ 
pañera de Juan Carlos que entonces 
guarda nuestro vehículo en su casa y 
nos dice: “Ahí tienen mi auto para 
que sigan viaje”. Otra vez en cami¬ 
no, miro a mi hijo: “Maravillosa lec¬ 
ción de amistad y de solidaridad que 
debemos aprender a retribuir”, le 
digo. La emoción, la gratitud, nos 
sume un largo rato en el silencio. 

Otra vez en Temuko, recordamos que 
MapuExpress Informativo Mapuche , 
cumplió diez años: “Se recuerda este 
aniversario para reconocer y valorar 
todos los esfuerzos comunicaciona- 
les autónomos, libres e independien¬ 
tes, comprendiendo la dificultad que 
existe para esos logros en medio de 
tanta discriminación, censuras, 
maquinaciones y constantes atenta¬ 
dos a las libertades de expresiones. 
Asimismo, para valorar las expresio¬ 
nes de quienes luchan y defienden 
Derechos Humanos, de quienes les 


luego trasladado por la fuerza a su 
domicilio y requisado el disco duro 
de su computadora particular, lo que 
—sin duda— son hechos graves que 
atentan a la libertad de expresión y a 
los derechos a la comunicación e 
información del Pueblo Mapuche y 
a la de un defensor de Derechos 
Humanos”. 

La Justicia, a través del Fiscal 
Andrés Cruz está solicitando 103 
años de cárcel para el dirigente 
Héctor Llaitul, lo que —para quie¬ 
nes somos librepensadores y, por 
tanto, respetuosos de la posición 
de quienes no han asesinado a 
nadie (¿a cuántos años condenaron 
a Pinochet?)— nos podría parecer 
hasta una concertada provocación. 
¿Unidad nacional y ecuanimidad? 
¿Las instituciones funcionan para 
seguir negando la legitimidad y 
para vulnerar su propia “legali¬ 
dad”? 



Elicura Chihuailaf, reconocido poeta y 
escritor mapudungún de Chile. Su 
más reciente aparición en Ojarasca 
fue en febrero pasado. 
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